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[L]a apoderada de la parte accionante se limitó indicar que se desatendió un precedente sin cumplir con la primera carga argumentativa mínima que le corresponde, esto es, identificar la decisión que considera desatendida, por lo tanto no se cumplió con la referida carga argumentativa en relación con el defecto de desconocimiento de precedente, por lo que esta Sección no puede hacer un estudio de fondo sobre el asunto que se le ha planteado, por cuanto estaría desconociendo los principios constitucionales de cosa juzgada, seguridad jurídica y autonomía e independencia judicial. Lo mismo también se predica del supuesto defecto sustantivo alegado, ya que tampoco indicó las normas que consideró inaplicadas o indebidamente interpretadas, ni en qué consistía o la incidencia del mismo en el fallo controvertido, por lo que también es claro que no se cumplió con la carga argumentativa para proceder al estudio del referido defecto, ya que la simple inconformidad o desacuerdo con la conclusión a la cual arribó el juez ordinario, no es suficiente para hacer un análisis del cargo planteado (…) En consonancia, esta Sala de Decisión puede sostener que de la solicitud de amparo se revela una cierta inconformidad en relación con la conclusión a la cual arribó el ad quem del proceso ordinario, pero no se evidencia argumento adicional que permita a este juez de tutela ordenar el amparo constitucional deprecado, por cuanto no es posible revivir el análisis probatorio de instancia, a la luz de los principios de independencia, autonomía judicial y seguridad jurídica.
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SENTENCIA PRIMERA INSTANCIA

OBJETO DE LA DECISIÓN
Procede la Sala a resolver, en primera instancia, la petición de amparo elevada por el señor Carlos Arturo Parra Valencia en contra del Tribunal Administrativo de Antioquia – Sala Quinta Mixta.

I. ANTECEDENTES

1. Solicitud de amparo

1.1. Con escrito radicado el 4 de marzo de 2019
, en la Secretaría General del Consejo de Estado, el señor Carlos Arturo Parra Valencia, actuando a través de apoderada judicial, instauró acción de tutela contra el Tribunal Administrativo de Antioquia – Sala Quinta Mixta, con el fin de que sean amparados sus derechos fundamentales de acceso a la administración de justicia, al debido proceso, igualdad, vida digna y mínimo vital.
1.2. El accionante consideró vulneradas dichas garantías constitucionales con ocasión de la sentencia del 9 de noviembre de 2018, proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia – Sala Quinta Mixta, en el marco del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho con radicado N° 05001-33-33-004-2016-00391-01, instaurado contra la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional, por medio de la cual se confirmó la decisión del 21 de julio de 2017 del Juzgado Cuarto Administrativo Oral de Medellín que: i) declaró de oficio la excepción de inepta demanda “por no agotamiento de petición previa, frente a las pretensiones de aportes a vivienda militar y pago de seguro de vida”
 y ii) negó las demás pretensiones de la demanda.

1.3. Con base en lo anterior, la parte accionante solicitó el amparo de los derechos invocados y, en consecuencia, pidió:

“(…) se deje sin efecto la sentencia de segunda instancia N° SSO-053 de 2018, esto dentro del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho con radicado 05001-33-33-004-2016-00391-01, emitida por el Tribunal Administrativo Oral Sala Quinta Mixta. M.P. Susana Nelly Acosta Prada.

6.3. Ordenar al Tribunal Administrativo de Antioquia – Sala Quinta Mixta, proferir una nueva sentencia en el proceso de medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho con radicado 05001-33-33-004-2016-00391-01, mediante la cual se decrete la nulidad de los actos administrativos contrarios a derecho y se reliquide la pensión del tutelante asignándole como mesada pensional el salario devengado por un cabo tercero y se le pague el retroactivo dejado de recibir desde que se hizo el mal pago que se continúe pagando la mesada pensional de forma correcta con el salario de un cabo tercero, en un real acto de justicia pronta al ciudadano con las condiciones especiales que tiene el tutelante.”

2. Hechos probados y/o admitidos 
La Sala encontró demostrados los siguientes supuestos fácticos relevantes para la decisión que se adoptará en la sentencia: 

2.1. Mediante Resolución N° 592 del 3 de abril de 2007,
 al tenor de lo dispuesto en el Decreto 1794 de 2000
 y, en concordancia, con el Decreto 4433 de 2004
, le fue reconocida una pensión de sobreviviente al señor Carlos Arturo Parra Valencia, consolidada por el deceso de su hijo, el soldado profesional del Ejército Nacional, Carlos Arturo Parra Tapasco, a partir del 16 de mayo de 2006, en cuantía de $408.000.00, correspondiente al salario mínimo legal mensual vigente para el año 2006. La muerte del mencionado soldado ocurrió como “consecuencia del combate en acción directa con el enemigo, en tareas de mantenimiento y restablecimiento del orden público”.

2.2. Inconforme con el anterior acto administrativo y con la Resolución 59432 del 27 de octubre de 2006
, mediante la cual se reconoce y ordena el pago de prestaciones sociales en cuantía de $14.629.373, el señor Parra Valencia impetró el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho contra la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional al considerar que la pensión de sobreviviente reconocida y la liquidación definitiva de prestaciones de su hijo fallecido fueron liquidadas de manera errada y desatendiendo los fundamentos legales que resultaban aplicables.

2.3. El fundamento de la demanda se basó en que el acto administrativo que reconoció la pensión de sobreviviente “resulta incoherente a la normativa en que dice sustentarse y viola el real derecho fundamental en tanto asigna una mesada por debajo del salario devengado por un cabo segundo del Ejército Nacional de Colombia, grado al cual ascienden los miembros del Ejército al morir en actos del servicio y por causa de este. Como es el caso concreto que nos ocupa.”
 Indicó que la suma correcta correspondía a $1.425.000, en observancia a los principios de favorabilidad e igualdad.

2.4. El conocimiento de dicho proceso correspondió en primera instancia al Juzgado Cuarto Administrativo Oral de Medellín, que mediante sentencia del 21 de julio de 2017
 resolvió: 

· i) Negar las pretensiones de la demanda al considerar que la Resolución N° 592 de 2007 se expidió conforme a las normas aplicables a la situación particular toda vez que, al demandante le asistía el derecho al reconocimiento pensional de sobreviviente en un valor correspondiente al 50% de las partidas computables que en vida percibió su hijo en actividad del servicio para el Ejército Nacional (esto es salario mensual y prima de antigüedad al tenor del artículo 13 del Decreto 4433 de 2004). Lo anterior, habida cuenta que: i) el grado que tenía al momento de la muerte era el de soldado profesional, ii) con un tiempo inferior a los 20 años de servicio (17 años, 10 meses y 17 días) y iii)) la causa de muerte fue en combate con el enemigo. 
Agregó que, en relación con el argumento relativo al grado de Cabo Segundo o Cabo Tercero ostentado por el fallecido Parra Tapasco, “(…) en ninguna de las pruebas que compone el dossier fue acreditada tal situación ni un ascenso post mortem, por el contrario, reiterativamente se estableció que su calidad dentro de la Institución demandada fue la de SOLDADO PROFESIONAL y por lo tanto fueron estudiadas en profundidad sus normas, relevándose por tanto el Juzgado de acudir a normativas disímiles.”

· ii) declaró oficiosamente la excepción de inepta demanda frente a las pretensiones de devolución de aportes a vivienda militar y seguro de vida
 por no agotamiento de petición previa, razón por la que se inhibió a proferir decisión de fondo frene a la validez de la Resolución N° 59432 del 27 de octubre de 2006.
2.5. Inconforme con el anterior fallo, la parte demandante interpuso recurso de apelación, el cual fue desatado por el Tribunal Administrativo de Antioquia – Sala Quinta Mixta mediante providencia del 9 de noviembre de 2018
, que confirmó en su integridad la anterior decisión, sin embargo agregó que según el Decreto N° 4433 de 2004, contario a lo afirmado por el actor, no existe ninguna disposición que consagre que “al morir un miembro del ejército en actividad y por razón del servicio se eleve a rango de cabo tercero, para así tasar la mesada pensional”, máxime si se tiene en cuenta que la calidad que se encuentra, fehacientemente acreditada en el expediente, es la de soldado profesional, siendo ésta en consecuencia, la que define las normas para establecer el reconocimiento pensional sustitutivo de la referencia.

2.6. Sostuvo, además, que el decreto en comento consagra que la pensión de sobrevivientes será liquidada de acuerdo al grado conferido póstumamente únicamente cuando se trate de los siguientes casos:

i) por la muerte de oficiales y suboficiales del Ejército, cuando el causante tuviere 15 años o menos de servicio –numeral 19.1.1 del artículo 19-.

ii) por la muerte de un oficial, suboficial o agente de la Policía Nacional en servicio activo, cuando el causante tuviere 15 años o menos de servicios – numeral 27.1 del artículo 27-.

ii) por la muerte de un miembro de nivel ejecutivo de la Policía Nacional – parágrafo artículo 27-. 

2.6.1. Eventos que claramente no correspondían al caso en estudio, pues “al causante le era aplicable el numeral 19.2.1 del artículo 19 del Decreto 4433, por tratarse de un soldado profesional que falleció en combate y prestó sus servicios por menos de (20) años, correspondiéndole al actor por tanto, una pensión de sobrevivientes equivalente al 50% de las partes computables.”
3. Fundamentos de la solicitud

3.1. La parte actora consideró que la providencia enjuiciada incurrió en los siguientes yerros: 

3.2. Defecto por desconocimiento del precedente: Alegó que le corresponde al juez constitucional evaluar, si en el marco de la sana crítica, la autoridad judicial desconoció efectivamente el precedente, “situación que claramente se presenta en este caso, dado que la decisión tanto de primera como de segunda instancia es evidentemente opuesta a una línea jurisprudencial vigente en torno al tema”
, sin indicar a que línea hacía referencia de manera concreta. Agregó que la decisión controvertida contiene una respuesta contraria a la que surgiría del precedente aplicable, razón por la cual “es una decisión que en principio se muestra irrazonable e incurre en arbitrariedad (…) omitiendo el precedente judicial expuesto por el órgano de cierre”.

3.3. Defecto sustantivo: Se limitó a citar la sentencia T-620 de 2013 de la Corte Constitucional, en donde se precisa el ámbito de aplicación del referido yerro, pero no indicó por qué el mismo se configuró en el caso concreto.

3.4. Falta de análisis del problema jurídico: Afirmó que el Tribunal accionado: i) no analizó el problema jurídico enmarcado en la sentencia, que consistía precisamente en determinar si le asistía el derecho al reconocimiento de ascenso póstumo al soldado Carlos Arturo Parra Tapasco y ii) solo se hizo mención especial al hecho de que el señor Parra Tapasco ostentaba la calidad de soldado profesional al momento de su muerte.
3.4.1. Agregó, que también se apartó del análisis de las pretensiones en las se fundó la demanda, consistente en declarar el ascenso póstumo al que tenía derecho el citado “de acuerdo a los principios de progresividad, favorabilidad e igualdad que en este caso tenía derecho, en razón a que históricamente habían sido concedidos a los soldados, los cuales eran compatibles con la pensión de sobrevivientes y también estaban previstos a favor de los Oficiales y Suboficiales de las Fuerzas Militares.”

3.4.2. Con fundamento en el salvamento de voto suscrito por el Magistrado Daniel Montero Betancur, manifestó que la sentencia se limitó a afirmar que no existió medio probatorio que acreditara el ascenso póstumo del soldado profesional dado de baja, denegando por ella la liquidación pretendida, dejando de lado el problema jurídico planteado, consistente en determinar si le asistía el derecho al reconocimiento de una liquidación de la pensión superior, en atención a que su muerte ocurrió en combate.

3.5. Por último, sostuvo que mediante esta acción de tutela buscaba impedir la configuración de un perjuicio irremediable ya que era una persona: i) de la tercera edad, ii) con poca expectativa de vida, ya que cuenta con 91 años y iii) con un delicado estado de salud.
4. Actuaciones procesales relevantes
4.1. Admisión de la demanda
4.1.1. Mediante auto del 6 de marzo de 2019
, la Magistrada Ponente admitió la demanda de tutela y dispuso su notificación a la parte actora y al Tribunal Administrativo de Antioquia – Sala Quinta Mixta, como autoridad judicial accionada.
4.1.2. Así mismo, vinculó como terceros interesados al Juzgado Cuarto Administrativo Oral de Medellín y a la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional, para que en el término de tres (3) días rindieran el informe correspondiente frente a la demanda interpuesta y notificó a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado.
4.1.3. Por último, ofició a las autoridades judiciales de primera y segunda instancia para que allegaran copia del expediente del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho con radicado N° 05001-33-33-004-2016-00391-01.

4.2. Intervenciones: realizadas las notificaciones ordenadas, conforme las constancias visibles en los folios 64 a 70, se presentaron las siguientes intervenciones.
4.2.1 Tribunal Administrativo de Antioquia – Sala Quinta Mixta

4.2.1.1. Mediante escrito enviado el 15 de marzo de 2019
, la Magistrada Ponente de la decisión enjuiciada solicitó se negaran las pretensiones de la demanda. Indicó que la liquidación efectuada mediante la Resolución N° 592 del 3 de abril de 2007 se encuentra ajustada a los parámetros que rigen el derecho pensional que le asiste al actor, pues se tuvieron en cuenta las partidas computables de que trata el artículo 13 numeral 13.2 del Decreto 4433 de 2004, esto es, el salario mensual y prima de antigüedad, las cuales habían sido devengadas por el fallecido soldado profesional durante su último mes de servicio, mayo de 2006.

4.2.1.2. Reiteró que al causante le era aplicable el numeral 19.2.1 del artículo 19 del Decreto 4433, por tratarse de un soldado profesional que falleció en combate y prestó sus servicios por menos de 20 años, correspondiéndole al accionante una pensión de sobreviviente equivalente al 50% de las partes computables.

4.2.1.3. Concluyó que en la providencia cuestionada se abordaron todos los argumentos de disenso que fueron planteados en el escrito de alzada y lo que se pretende realmente es reabrir un debate jurídico y probatorio ya surtido en el proceso ordinario.

4.2.2. Juzgado Cuarto Administrativo Oral de Medellín

4.2.2.1. Mediante escrito radicado el 15 de marzo de 2019
 la referida dependencia se limitó e enviar en calidad de préstamo el expediente solicitado.

4.2.3. La Nación – Ejército Nacional – Policía Nacional, pese a haber sido notificado en debida forma, no rindió informe alguno.

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA
1. Competencia

1.1. Esta Sala es competente para conocer de la acción de tutela interpuesta contra el Tribunal Administrativo de Antioquia – Sala Quinta Mixta, de conformidad con los Decretos 2591 de 1991, 1983 de 2017 y el Acuerdo 377 de 2018.

2. Problema jurídico

2.1. Corresponde a la Sala dar respuesta a los siguientes interrogantes:

· ¿Se superan en el caso concreto los requisitos de procedibilidad adjetiva de la acción de tutela contra providencia judicial?

2.2. De ser positiva la respuesta a la pregunta anterior, la Sala analizará lo siguiente:

· ¿La providencia atacada vulneró los derechos fundamentales alegados, por haber incurrido en un defecto sustantivo, por desconocimiento del precedente y por no haber estudio el problema jurídico planteado en la demanda?

3. Razones jurídicas de la decisión

Para resolver los problemas jurídicos planteados, se analizarán los siguientes temas: (i) criterio de la Sección sobre la procedencia excepcional de la acción de tutela contra providencias judiciales; (ii) estudio de los requisitos de procedibilidad adjetiva; iii) énfasis en los aspectos relevantes de los defectos sustantivo y por desconocimiento del precedente; y iv) análisis del caso concreto.
3.1. Procedencia excepcional de la acción de tutela contra providencia judicial

3.1. La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en fallo del 31 de julio de 2012
 unificó la diversidad de criterios que la Corporación tenía sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, por cuanto las distintas Secciones y la misma Sala Plena habían adoptado posturas diversas sobre el tema.

3.1.2. Así, después de un recuento de los criterios expuestos por cada Sección, decidió modificarlos y unificarlos para declarar expresamente, en la parte resolutiva de la providencia, la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales.

3.1.3. Sin embargo, fue importante precisar bajo qué parámetro procedería ese estudio, pues la sentencia de unificación simplemente se refirió a los «fijados hasta el momento jurisprudencialmente».

3.1.4. Al efecto, en virtud de la sentencia de unificación del 5 de agosto de 2014
, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo adoptó los criterios expuestos por la Corte Constitucional en la sentencia C-590 de 2005
, para determinar la procedencia de la acción constitucional contra providencia judicial, y reiteró que la tutela era un mecanismo residual y excepcional para la protección de derechos fundamentales como lo señala el artículo 86 Constitucional y, por ende, el amparo frente a decisiones judiciales no puede ser ajeno a esas características. 

3.1.5. A partir de esa decisión, quedó claro que la acción de tutela se puede interponer contra decisiones judiciales, incluidas las de las Altas Cortes, específicamente, las del Consejo de Estado, autos o sentencias, que desconozcan derechos fundamentales, asunto que en cada caso deberá probarse y, en donde el actor tendrá la carga de argumentar las razones de la violación.

3.1.6. Sobre el tema, la Corte Constitucional se ha referido en forma amplia
 a unos requisitos generales y otros específicos de procedencia de la acción de tutela, sin distinguir cuáles dan origen a que se conceda o niegue el derecho al amparo -procedencia sustantiva- y cuáles impiden efectivamente adentrarnos en el fondo del asunto - procedencia adjetiva.

3.1.7. Esta Sección ha determinado que, en primer lugar, se debe verificar que la solicitud de tutela cumpla unos presupuestos generales de procedencia adjetiva, esto es: i) que no se trate de tutela contra tutela; ii) subsidiariedad, es decir, agotamiento de los requisitos ordinarios y extraordinarios, siempre y cuando ellos sean idóneos y eficaces para la protección del derecho que se dice vulnerado; e iii) inmediatez. 

3.1.8. Luego de ello, sería posible realizar el estudio de la procedibilidad sustantiva a través de los posibles errores específicos en que podría incurrir una providencia judicial. Estos últimos, según la doctrina fijada en la sentencia C-590 de 2005, y acogida por esta Sección
 se resumen, de manera general, de la siguiente manera: 

a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello; b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido; c. Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión; d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; f. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales; g. Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional; y h. Desconocimiento del precedente.

3.1.9. De esta manera, la acción de tutela será procedente una vez verificado:(i) la concurrencia de los requisitos adjetivos de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales; (ii) la configuración de alguno de estos requisitos específicos mencionados -siempre y cuando hayan sido alegados por el interesado-; y que (iii) el vicio o defecto es de tal trascendencia que implica la amenaza o la afectación de derechos fundamentales.
 

3.2. Estudio sobre los requisitos de procedibilidad adjetiva

3.2.1. En el caso objeto de estudio, es imperioso concluir que no existe reparo alguno en cuanto hace referencia al primer requisito de procedibilidad, toda vez que no se trata de una tutela contra decisión de tutela, pues la providencia de segunda instancia que se censura fue proferida dentro del proceso de nulidad y restablecimiento de derecho con radicado número 05001-33-33-004-2016-00391-01, instaurado por el actor contra la Nación – Ejército Nacional – Policía Nacional.
3.2.2. En relación con el requisito de inmediatez, no se advierte ningún reproche, en vista que la providencia del Tribunal Administrativo de Antioquia fue dictada el 9 de noviembre de 2018 y si bien el término se contabiliza a partir del día siguiente de la ejecutoria, en este caso, no hay necesidad de establecer dicha fecha, como quiera que la solicitud de amparo fue presentada el 4 de marzo de 2019, es decir menos de 6 meses después, tiempo que esta Sala ha considerado razonable para el uso del mecanismo excepcional.

3.2.3. En consideración a la subsidiariedad, la Sala encuentra que, en el presente caso, solo los defectos: i) sustantivo y ii) por desconocimiento del precedente superan este requisito, pues la parte actora no dispone de otros medios de defensa judicial ordinarios para cuestionar dichos yerros que alega se cometieron en la sentencia atacada, ya que, por tratarse de una providencia de segunda instancia, no existe mecanismo judicial para controvertirla. Tampoco se observa la concurrencia de ninguna de las causales que harían procedente los recursos extraordinarios de revisión y de unificación de jurisprudencia.

3.2.3.1. Sin embargo, frente al cargo consiste en que, a su juicio, la autoridad judicial accionada se apartó del análisis de las pretensiones en las se fundó la demanda, por lo que desconoció sin justificación alguna el problema jurídico planteado, consistente en declarar el ascenso póstumo al que tenía derecho el soldado fallecido, no supera el presente requisito de procedibilidad de la acción, toda vez que lo planteado hace referencia a la vulneración del principio de congruencia, irregularidad que puede cuestionar mediante el recurso extraordinario de revisión.
3.2.3.2. Esto, porque lo pretendido por la parte actora es que se ordene a la autoridad judicial demandada que se pronuncie de manera concreta sobre el problema jurídico planteado, relacionado con las pretensiones de la demanda, consistente en que la pensión de sobreviviente sea liquidada con el salario equivalente al grado de un cabo tercero, en atención a que su muerte había ocurrido en el servicio como consecuencia de un combate en acción directa del enemigo, aspecto que a su juicio, no fue analizado.

3.2.3.3. Por lo anterior, se evidencia que este cargo no supera este presupuesto adjetivo de procedibilidad, de acuerdo con la postura fijada por la Sala 22 Especial de Revisión de esta Corporación
 según la cual, la incongruencia da lugar a la nulidad originada en la sentencia, la cual se encuentra prevista como una de las causales que hacen procedente el recurso extraordinario de revisión, en los términos del numeral 6° del artículo 188 del Decreto 01 de 1984, hoy en día, numeral 5º del artículo 250 del CPACA, en los siguientes términos:

“(…) 2.6. Desconocimiento del principio de congruencia como causal de nulidad de la sentencia 

Dentro del contexto expuesto en el acápite anterior, la jurisprudencia de la Sala Plena Contenciosa ha indicado que debe aceptarse que la causal 6ª del artículo 188 del C.C.A., hoy 5 del artículo 250 del CPACA, por nulidad originada en la sentencia, se configura, entre otras razones, cuando al demandado se le condena por cantidad superior, o por objeto distinto del pretendido en la demanda o por causa diferente a la invocada en la misma. 

Circunstancia que también podría encuadrarse en la causal de falta de competencia, en este caso, en cuanto el juez se pronuncia por fuera de los límites impuestos en la causa petendi.

Ello significa que es procedente el recurso extraordinario de revisión contra los fallos dictados por esta jurisdicción en segunda instancia o única, si se alega el desconocimiento del principio de la congruencia, que en últimas implica una actuación sin competencia.

(…)

En este orden de ideas, esta Sala Especial advierte, conforme a lo expuesto, que la causal de revisión contenida en el numeral 5º del artículo 250 del CPACA -antes 6 del artículo 188 del C.C.A.-, es decir, nulidad originada en la sentencia, se puede configurar cuando el fallo objeto de revisión ha desatendido la congruencia interna y/o la externa, pues, en uno y otro caso, el fallador incurre en una clara violación del debido proceso, artículo 29 constitucional, dado que la providencia proferida en esos términos resulta contraria a las formas propias de cada juicio, en específico, la falta de competencia del juez para abordar asuntos frente a los cuales no se podía pronunciar.

(…)

Fuerza concluir, entonces, que la sentencia debe ser objeto de revisión cuando falta al principio de congruencia, es decir, cuando aquella carece de la coherencia externa o interna, razón suficiente para calificar de inválida la decisión, porque el fallador excede su competencia, la que se repite está determinada por los cargos y pretensiones de la demanda.” (Destacado por la Sala)

3.2.3.4. Bajo este contexto, se encuentra que la situación descrita por el actor se ajusta a la causal señalada en el numeral 6° del artículo 188 Decreto 01 de 1984, hoy en día, numeral 5º del artículo 250 del CPACA del recurso extraordinario de revisión y, por lo tanto, el juez constitucional debe abstenerse de realizar algún estudio sobre este aspecto. En consecuencia, se declarará la improcedencia del amparo solicitado frente a dicho cargo. 

3.2.4. Respecto a la relevancia constitucional, para la Sala es necesario precisar que, el requisito se encuentra plenamente configurado, lo anterior por cuanto al realizar el test de procedibilidad de la acción de tutela en relación con los supuestos fácticos de la demanda, las pretensiones, los argumentos y las pruebas, se advierte que la parte actora solicita la garantía de sus derechos fundamentales de acceso a la administración de justicia, al debido proceso, a la igualdad, a la vida digna y al mínimo vital, cuyo núcleo esencial se vería afectado, ya que se involucra la nulidad de los actos administrativos que le reconocieron una pensión de sobreviviente porque en la liquidación no se tuvo en cuenta el ascenso póstumo al que el soldado tendría presuntamente derecho, por el hecho de que su fallecimiento se produjo en combate.

3.2.4.1. Teniendo en cuenta lo anterior, las garantías constitucionales que subyacen en el sub lite, por ser aquellos cuya protección pretende la parte actora, tienen rango constitucional al tenor de lo dispuesto en los artículos 13 y 29 de la Carta, lo que implica que la misma trascienda el ámbito meramente legal. 

3.2.4.2. Así las cosas, se observa que no se trata de un debate de orden exclusivamente legal, el cual basado en la tutela judicial efectiva no admite que el titular del derecho o el interesado legítimo quede en un estado de indefensión, de tal manera que al existir la eventualidad de que no haya obtenido la protección de sus derechos ante el juez contencioso administrativo, natural de la causa ordinaria, quien tenía igualmente la obligación de constituirse en garante de los derechos fundamentales asumiendo el rol de juez de constitucionalidad y/o de convencionalidad, puede comparecer al juez constitucional quien deberá realizar el análisis del caso a la luz de los postulados del Estado Social de Derecho, como garante de la dignidad humana. 

3.2.4.3. En virtud de lo expuesto, el asunto es de relevancia constitucional cuando prima facie resulta necesario verificar si subsiste violación o amenaza al derecho fundamental, después de haber agotado el procedimiento legal administrativo de policía o judicial establecido por la ley para su protección.

3.2.4.4. Adicionalmente, la relevancia constitucional implica que el asunto de la acción de tutela tiene importancia para la interpretación de la Constitución, para su aplicación, para su eficacia y para la determinación del contenido y alcance de los derechos fundamentales y libertades públicas. 

3.2.5. Superados los requisitos adjetivos de procedencia de la tutela contra providencias judiciales, pero solo frente a ciertos cargos planteados, la Sala se adentrará en el examen de los reproches formulados.

3.3. Aspectos relevantes de los defectos sustantivo y por desconocimiento del precedente

3.3.1. Generalidades del defecto sustantivo 

3.3.1.1. La Corte Constitucional
, ha explicado que el defecto sustantivo se presenta cuando “la autoridad judicial aplica una norma claramente inaplicable al caso o deja de aplicar la que evidentemente lo es, u opta por una interpretación que contraríe los postulados mínimos de la razonabilidad jurídica”
. 
3.3.1.2. Puntualmente, el defecto sustantivo lo configuran los siguientes supuestos:

a) El fundamento de la decisión judicial es una norma que no es aplicable al caso concreto, por impertinente
 o porque ha sido derogada
, es inexistente
, inexequible
 o se le reconocen efectos distintos a los otorgados por el Legislador
.

b)  No se hace una interpretación razonable de la norma
.

c)  La disposición aplicada es regresiva
 o contraria a la Constitución
.

d)  El ordenamiento otorga un poder al juez y este lo utiliza para fines no previstos en la disposición
.

e)  La decisión se funda en una interpretación no sistemática de la norma
 .

f)  Se afectan derechos fundamentales, debido a que el operador judicial sustentó o justificó de manera insuficiente su actuación.

3.3.1.3. Procederá entonces el amparo constitucional cuando se acredite la existencia de un defecto sustantivo, en cualquiera de los supuestos que se han presentado anteriormente.

3.3.2. Del desconocimiento del precedente 

3.3.2.1. La Sala precisa que constituye precedente aquella regla creada por una Alta Corte para solucionar un determinado conflicto jurídico, sin que sea necesario un número plural de decisiones en el mismo sentido para que dicha regla sea considerada como precedente. 

3.3.2.2. Resulta necesario precisar “…que debe aceptarse que no todas las decisiones judiciales que profieren las Altas Cortes, generan una regla o subregla, pues son el resultado de la aplicación al caso concreto de la norma que viene al caso, sino una actividad creadora del juez.”

3.4. Análisis del caso en concreto

3.4.1. A juicio de la parte actora se configuró: i) un defecto por desconocimiento del precedente dado que la decisión del Tribunal accionado es “opuesta a una línea jurisprudencial vigente en torno al tema”
, sin indicar a que línea hacía referencia de manera concreta y ii) un defecto sustantivo, frente al cual se limitó a citar una sentencia de la Corte Constitucional en donde se precisa el ámbito de aplicación del referido yerro, pero no indicó por qué el mismo se configuró en el caso concreto.
3.4.2. La Sala reitera que la parte que invoca el desconocimiento de un precedente judicial, debe cumplir con la carga mínima de i) identificar la decisión que considera desatendida, ii) la ratio de la misma aplicable a la solución del nuevo caso que se somete a la jurisdicción dada la analogía con la litis anterior, y iii) la incidencia de esta en la decisión final que adopte el fallador de instancia.

3.4.3. Así, tal y como obra a folios 6, 13 y 14 del escrito tutelar, la apoderada de la parte accionante se limitó indicar que se desatendió un precedente sin cumplir con la primera carga argumentativa mínima que le corresponde, esto es, identificar la decisión que considera desatendida, por lo tanto no se cumplió con la referida carga argumentativa en relación con el defecto de desconocimiento de precedente, por lo que esta Sección no puede hacer un estudio de fondo sobre el asunto que se le ha planteado, por cuanto estaría desconociendo los principios constitucionales de cosa juzgada, seguridad jurídica y autonomía e independencia judicial.
3.4.4. Lo mismo también se predica del supuesto defecto sustantivo alegado, ya que tampoco indicó las normas que consideró inaplicadas o indebidamente interpretadas, ni en qué consistía o la incidencia del mismo en el fallo controvertido, por lo que también es claro que no se cumplió con la carga argumentativa para proceder al estudio del referido defecto, ya que la simple inconformidad o desacuerdo con la conclusión a la cual arribó el juez ordinario, no es suficiente para hacer un análisis del cargo planteado.
3.4.5. Por último y en relación con el cargo del perjuicio irremediable, se debe aclarar que el accionante no allegó los medios de prueba en el escrito de tutela que sustenten la situación de salud que padece, por lo que no hay pruebas de juicio suficientes para establecer la incidencia de dicho perjuicio. Por otro lado, respecto a que pertenece a la tercera edad, esta circunstancia per se no implica tampoco la existencia de una afectación a su mínimo vital ya que en todo caso el actor es beneficiario de la pensión de sobrevivientes.
3.4.6. En consonancia, esta Sala de Decisión puede sostener que de la solicitud de amparo se revela una cierta inconformidad en relación con la conclusión a la cual arribó el ad quem del proceso ordinario, pero no se evidencia argumento adicional que permita a este juez de tutela ordenar el amparo constitucional deprecado, por cuanto no es posible revivir el análisis probatorio de instancia, a la luz de los principios de independencia, autonomía judicial y seguridad jurídica.

3.4.7. Además, de lo anterior resulta necesario indicar que la acción constitucional contra providencia judicial no puede ser considerada como una “tercera instancia” que se emplee, por ejemplo, para revivir términos, interpretaciones o valoraciones probatorias que son propias del juez natural. 

3.4.8. Se recuerda que al juez constitucional le está vedado inmiscuirse en asuntos propios de la órbita de los jueces naturales de la causa, por lo tanto, el estudio debe basarse exclusivamente en los argumentos esgrimidos por los actores dentro del trámite de tutela, los cuales deben cumplir con unos parámetros de suficiencia, pues de lo contrario se estaría realizando, sin competencia para ello, un estudio oficioso de una providencia judicial debidamente ejecutoriada, lo cual, reitera, atentaría contra los postulados de cosa juzgada y autonomía judicial y así, en últimas se convertiría el mecanismo constitucional en una tercera, e incluso, en una cuarta instancia.

3.5. Conclusión 

3.5.1.  De conformidad con las razones expuestas, la Sala concluye que: i) se negará el amparo deprecado frente al presunto defecto por desconocimiento del precedente y sustantivo, por no cumplir con la carga argumentativa para proceder a su estudio y ii) se declarará la improcedencia de la acción respecto al cargo referente a la incongruencia de la sentencia, de acuerdo a las consideraciones dadas en este proveído.

Por lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley 

FALLA:
PRIMERO: DECLARAR LA IMPROCEDENCIA de la acción respecto al cargo referente a la incongruencia de la sentencia, de conformidad con lo expuesto en este proveído.
SEGUNDO: NEGAR el amparo solicitado por el señor Carlos Arturo Parra Valencia, en relación con al defecto por desconocimiento del precedente y sustantivo, de conformidad con lo expuesto en este proveído.

TERCERO: NOTIFICAR a las partes y los intervinientes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
CUARTO: Si no fuere impugnada esta decisión dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación, al día siguiente a su ejecutoria, REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión y devolver el expediente en préstamo al despacho de origen.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Presidente

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Magistrada

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Magistrada

ALBERTO YEPES BARREIRO

Magistrado
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